66001-31-03-004-2009-00052-01
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Acta No. 161 de abril 27 de 2009
Decide la Sala la impugnación que el titular del Juzgado Tercero Civil Municipal de esta localidad presentó contra la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira en esta acción de tutela que Jesús Salvador Ramírez Guevara le promovió a ese despacho judicial, a la que fue vinculada Margarita Ospina Márquez. 
  



ANTECEDENTES

El señor Ramírez Guevara le solicitó al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad, dentro del proceso ejecutivo que adelanta contra Margarita Ospina Márquez, que decretara el embargo de la quinta parte de lo que excede el salario mínimo legal que ella devenga como empleada al servicio del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, medida que fue negada por el despacho con el argumento de que no procede contra los empleados de la rama judicial, decisión que fue ratificada al resolverse el recurso de reposición interpuesto. 

Con esa forma de proceder, afirma el demandante, se violaron sus derechos al debido proceso y a la igualdad, entre otras cosas porque parte de la argumentación está dada en dos sentencias que le dan la razón en el sentido de que sí es viable el embargo. 

Pidió, en consecuencia, que se le ordene al Juzgado accionado que decrete la aludida medida. 
Surtido el traslado respectivo, el Juez se pronunció en el sentido de que en un asunto similar esta Sala señaló que cuando una decisión judicial es clara, coherente y razonable, no se puede incurrir en una vía de hecho, si de lo que se trata es de una interpretación válida de una norma. 
Falló el juez de primera instancia concediendo el amparo solicitado y ordenando al Juzgado Tercero Civil Municipal que en el término de cuarenta y ocho horas profiriera un nuevo auto accediendo al embargo impetrado. Ello motivó la impugnación por parte del funcionario que reiteró que su interpretación del artículo 35 del Decreto 546 de 1971 no es arbitraria ni exegética, sino que consulta razones de orden superior, como lo sostuvo esta Corporación en ocasiones anteriores, además de que está en juego la independencia del juez ordinario con apoyo en la Constitución Nacional. 
Ahora se resuelve lo pertinente, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

El primero de estos decretos permitía utilizar este medio para atacar providencias judiciales, lo que fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en su sentencia C-543; no obstante, por vía jurisprudencial se abrió paso dicha acción en los casos en los que los jueces incurrieran en lo que antes se denominaba una vía de hecho y que ahora se distingue como causales específicas de procedibilidad de la misma. Recientemente 
 se dijo que: 
“Además de acreditarse el cumplimiento de los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, la Corte Constitucional ha establecido que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales supone que el problema jurídico presentado a consideración del juez de tutela resulte constitucionalmente relevante por comprometer derechos fundamentales de las partes en litigio, y que se configure una de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela, que han sido objeto de amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia constitucional y recogen la doctrina de los defectos judiciales, cuales son:

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
 o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
[e]. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

[f]. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

[g]. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
. 

[h]. Violación directa de la Constitución”
.

De esta forma, para que proceda el amparo derivado del ejercicio de la acción de tutela, en los eventos en que el reproche del interesado recae sobre la actividad judicial, debe acreditarse que al interior del proceso el interesado agotó los recursos y facultades con que contaba, no obstante lo cual persiste la violación de sus derechos fundamentales, que la acción se formula dentro de un término prudente de manera que, de un lado se conserven los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica y, de otro, el despliegue del aparato judicial no resulte inocuo en la medida en que sea posible otorgar un amparo inmediato y eficaz frente a la amenaza o vulneración de derechos fundamentales, y que la actividad del juez se enmarca dentro de una de las causales específicas de procedibilidad previamente citadas.

Pues bien, se ha puesto a consideración de la Sala la decisión del Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad de negar la medida cautelar relacionada con el embargo del salario de la ejecutada, con fundamento en la interpretación que le dio al artículo 35 del Decreto 546 de 1971, lo que hizo de tal manera que no puede concluirse que infringió el artículo 29 de la Constitución Nacional, según lo sostiene el juez de primera instancia.

Como bien lo señala el impugnante, en un caso similar, dijo esta Sala 
 que: 

“Se trata aquí del alcance interpretativo que en su debida oportunidad le han dado tanto el juez ordinario como el constitucional a una norma legal; disposición que, dicho sea de paso, es ambigua y ha dado margen a que se den varias intelecciones, con criterios totalmente opuestos, aun en el ámbito de las altas Cortes de nuestro país, e incluso, al interior de una misma Corporación. 

Así se afirma, porque el juez ordinario tomó una determinación con fundamento en el juicioso análisis que hizo de la norma aplicable al caso y con un criterio que recibe un doble respaldo: la autonomía de que lo ha revestido la ley para su interpretación, y los pronunciamientos de constitucionalidad que, para el caso, consideró más adecuados que los que por vía de tutela se han conocido sobre el particular.

Nótese que desde su primer pronunciamiento sobre la viabilidad de la medida cautelar, en una actitud que no es la normal en nuestros operadores jurídicos, sacó a relucir los precedentes constitucionales que rigen sobre el alcance del artículo 35 del Decreto 546 de 1971; trajo a colación la sentencia C-183 de marzo de 1999 y como punto de referencia citó otra, sobre el mismo asunto, pero atinente al régimen de la Contraloría General de la República (sentencia C-556 de 1994). De allí concluyó que no es viable el embargo del salario de los servidores de la Rama Judicial, salvo que se trate de obligaciones alimenticias o a favor de cooperativas, en cuyo caso, el ingreso no se puede afectar en más del 50%. Y allí mismo se refirió a la decisión que en otro sentido profirió la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia (sentencia 002598 de 2003), pero puso de presente la prevalencia del precedente judicial en las acciones de constitucionalidad, que al hacer tránsito a cosa juzgada, producen efectos frente a todo el mundo y no como las acciones de tutela, que sólo afectan a las partes.

Ahora bien, al serle interpuesto recurso de reposición contra el auto que negó la medida, desplegó nuevamente el juzgado toda una argumentación estructurada, coherente, razonable, propia de un análisis serio. Comenzó por plantear el problema jurídico, que recreó luego bajo la perspectiva legal, de la jurisprudencia constitucional y de la jurisprudencia en vía de tutela, para concluir que la Corte Constitucional en sus sentencias C-183/99, C-556/94 y C-507/02 dejó sentado que la inembargabilidad del salario de determinados trabajadores, caso de los de la Rama Judicial, salvo que se trate de obligaciones de las arriba aludidas, no afecta el derecho a la igualdad, porque todos sus acreedores están puestos bajo el mismo parámetro.

Entre tanto, reiteró la prevalencia que tienen las sentencias de constitucionalidad, tanto más en este caso en el que, también con un raciocinio adecuado, señaló que la demanda para que fuera revisado el artículo 35 del Decreto 546 de 1971, obedecía a que, en sentir de los accionantes, se vulneraba el derecho a la igualdad de los acreedores de este tipo de trabajadores, frente a los de otros que, de acuerdo con la normatividad vigente, si son pasibles de embargárseles el salario, por vía general, en una quinta parte de lo que exceda el mínimo legal.

En efecto, la Corte allí delimitó el “Asunto materia de debate” a:

 “...decidir si el artículo 35 del Decreto 546 de 1971, en cuanto dispone que las prestaciones sociales de los funcionarios y empleados de la Rama Jurisdiccional y del Ministerio Público, así como los sueldos por ellos devengados, son embargables, “sólo” hasta el cincuenta por ciento de su valor “siempre que sean autorizados en favor de cooperativas legalmente autorizadas, o para cubrir pensiones alimenticias que se deben de conformidad con las disposiciones civiles” es exequible , o si, por el contrario, es inexequible la norma demandada por vulnerar, como lo sostienen los actores, el artículo 13 de la Constitución Nacional, en razón de que impide a otros acreedores el embargo de los salarios y prestaciones sociales aludidos, con lo que se establece una discriminación contraria a la Carta Política...”

Luego, concluyó que:

 “...la norma acusada no resulta inexequible por la presunta violación del derecho a la igualdad  que se aduce por los demandantes, dado que no existe ninguna discriminación con respecto a algunos acreedores de funcionarios o empleados de la rama jurisdiccional, o del Ministerio Público, pues a todos se les sitúa en píe de igualdad en relación con sus deudores, en cuanto respecto de aquellos, se predica que ninguno puede solicitar y obtener el decreto y la práctica del embargo de salarios y prestaciones sociales de tales funcionarios, a menos que la acreencia debida lo sea a una cooperativa o que se trate de obligaciones alimentarias conforme a lo dispuesto por el artículo 411 del Código Civil, y el Decreto 2737 de 1989 (Código del Menor), casos estos en los cuales la embargabilidad queda limitada a un cincuenta por ciento, como máximo.    
   


Por otra parte, tampoco se vulnera el derecho a la igualdad si la norma acusada se contempla en relación con el sujeto pasivo de las obligaciones civiles distintas a las ya mencionadas, pues los funcionarios y empleados de la rama jurisdiccional y del Ministerio Público, en tal caso, quedan comprendidos, sin ninguna excepción, en lo dispuesto en esa norma legal.  

  


Es decir, que ni el artículo 35 del Decreto-Ley 546 de 1971 ni el artículo 192 de la Ley 201 de 1995 que lo reprodujo para los funcionarios y empleados de la Procuraduría General de la Nación, quebrantan el principio de la igualdad (artículo 13 Constitución Nacional), pues les son aplicables, tanto a todos los acreedores de obligaciones civiles que no sean cooperativas o alimentarios, como, también cuando los deudores son funcionarios o empleados de la rama judicial o del Ministerio Público.  
A esta conclusión, que parecía indiscutible, se contrapone ahora la sentencia T-191-04, con el argumento de que en aquella ocasión no se tocó el tema relacionado con la posibilidad de embargar la quinta parte de lo que excediera el salario mínimo legal de los servidores de la rama judicial, sino, tan solo, el límite del 50% para obligaciones alimentarias y en beneficio de cooperativas. Y encontró, también razonadamente, que la regla general que prevé el artículo 12 del Decreto 3135 de 1968 viene aplicable también a estos servidores del Estado.

Así que es una interpretación más, que se aleja de lo que ya la misma Corporación había dejado propuesto en la revisión de constitucionalidad del artículo 35 del Decreto 546 de 1971.  Y si bien pudiera esta Sala del Tribunal identificarse con la posición adoptada en la última ocasión por la Corte, no quiere ello decir que el juez de conocimiento del proceso ejecutivo hubiese incurrido en una vía de hecho capaz de dar al traste con lo resuelto.

Y no lo hizo, porque descendiendo al caso concreto con las situaciones que pueden generarla, ya analizadas, se tiene, para responder a cada una de ellas que (i) el juez ordinario no desconoció las normas aplicables al caso concreto; tan solo las interpretó; (ii) esa interpretación, que estuvo regida por precedentes jurisprudenciales que en ejercicio de la acción de constitucionalidad analizaron el asunto, no fue caprichosa, ni arbitraria, todo lo contrario, fue bastante bien argumentada y fundamentada; (iii) no se incurrió en esa interpretación en ningún defecto procesal; (iv) ni provino de una situación ajena al criterio del juez; (v) fue producto, se insiste, de lo que de manera general había ya planteado la misma Corte Constitucional; (vi) y, por último, no se advierte que hubiese violado norma alguna de la Constitución, como para declarar la excepción respectiva.

Es cierto que la negativa de la medida cautelar no satisfizo los intereses del ejecutante quien, además, sólo contaba con el recurso de reposición por tratarse de un asunto de única instancia; pero ha de verse que la acción de tutela no puede convertirse en una especie de recurso de apelación pues, valga repetirlo, no constituye una instancia adicional en el proceso.  Ella cobra vida cuando en su desarrollo se incurre en una de las múltiples situaciones que ha venido proponiendo la jurisprudencia constitucional, no obstante que la regla general, ya se dijo, es la improcedencia de la acción frente a decisiones judiciales.

En estas circunstancias, no puede el juez constitucional abandonar su verdadera tarea para asumir el conocimiento del asunto como si se tratara de un recurso ordinario, pues no es esa su tarea.  Lo que debe hacer, es confrontar la decisión judicial que se pone en entredicho, con esos especiales supuestos bajo los cuales se puede configurar una vía de hecho. Y a decir verdad, aquí no ocurrió de esa manera, porque el juez de primer grado para analizar la cuestión, simplemente abordó la sentencia T-449 de 2004, que señala en qué casos ocurre la desviación, pero efectuada la trascripción pertinente, no señaló por qué, en su sentir, el Juez Tercero Civil Municipal local incurrió en una de esas conductas y eso, por supuesto, era necesario para dejar en claro que la conducta asumida por el funcionario ciertamente cercenaba un derecho fundamental del ejecutante.

Una cosa es que no se comparta el criterio jurídico del juez ordinario; e incluso, es posible que el mismo se aparte, como acontece aquí, de la jurisprudencia en materia de tutelas.  Pero, se insiste, si la decisión es clara, coherente, razonable, tan completa como pocas de aquellas que resuelven la pertinencia de una medida cautelar, apegada a lo que la misma Corte Constitucional había planteado en sentencias de mayor envergadura, como que son producto de la confrontación de la norma con la Constitución misma, no puede ser que sirva de apoyo otra providencia que torna aún más compleja la situación, porque ya no es sólo la norma la que ofrece una múltiple interpretación, sino también la jurisprudencia de la Corte Constitucional que en una de sus funciones, como guardiana de la Constitución establece un precedente y luego, como órgano de cierre de la acción de tutela en procura de la protección de derechos fundamentales, fija un norte diferente.  Si para la Corte misma, resulta compleja la hermenéutica de la norma, es claro que al Juez accionado no se le puede endilgar la incursión en una vía de hecho, cuando en su decisión no ha incurrido en ninguna de las causales que arriba se señalaron.

Dos cosas más: si la violación del derecho del acreedor en el proceso ejecutivo surge del hecho de que no se ordenó el embargo del salario de Catalina Beltrán Ospina (pues respecto de las otras intervinientes se pidió la terminación por pago), no puede asegurarse a ciencia cierta que el accionante carecía de otros mecanismos para ejercitar su derecho, porque si en los términos del artículo 2488 del Código Civil todos los bienes, presentes y futuros de una persona, constituyen prenda de garantía de sus obligaciones, no obra prueba alguna de que haya intentado la acción cautelar respecto de otros bienes de aquella demandada.

Y para reiterar lo que antes se dejó esbozado, la acción de tutela, por regla general, sólo surte efectos entre las partes y, por tanto, las decisiones que en ejercicio de la misma se adopten no son, por sí mismas, obligatorias para los jueces, quienes sin perder de vista la importancia del precedente jurisprudencial, pueden apartarse razonadamente de su contenido, como en el caso presente lo ha hecho el Juez Tercero Civil Municipal.”.
La situación en este caso no varía, porque de aquellas causales específicas de procedibilidad, la única que podría tener cabida es la relacionada con el desconocimiento del precedente; pero, ya se dijo, y se repite, que el alcance que el juez accionado le dio a la norma proviene de la misma interpretación que la propia Corte Constitucional le dio en la revisión de su exequibilidad, es decir, que no podría sostenerse que se apartó caprichosamente de los antecedentes jurisprudenciales que, se reitera, no son uniformes sobre la materia. 
Se insiste en que aunque la Sala no se identificara plenamente con la decisión de negar la medida cautelar en estos casos, lo cierto es que lo que está aquí en juego es si el funcionario demandado quebrantó un derecho fundamental, y como se ha concluido que no lo hizo porque su negativa está precedida de un soporte legal y jurisprudencial tan válido como el que pregona la procedencia de la cautela, no podía concederse el amparo y, por consiguiente, la sentencia de primer grado será revocada para, en su lugar, negar la protección. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia dictada el 6 de marzo del presente año por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela promovida por Jesús Salvador Ramírez Guevara contra el Juzgado Tercero Civil Municipal local, a la que fue vinculada Margarita Ospina Márquez. 
En su lugar, se NIEGA el amparo deprecado.
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

     Con Salvamento de voto
� Sentencia T-266/01


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.


� Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, sentencia del 5 de agosto de 2005, expediente 66001-31-03-002-2005-00096-01, acta No. 285, accionante Fernando González López contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira. 
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